


























































































































ANEXO 2 

CLÁUSULAS ÉTICAS Y PRINCIPIOS FUNDAMENTALES PARA LA ESTIPULACIÓN Y 
EJECUCIÓN DE CONTRATOS  

 

Este anexo establece las cláusulas y los principios fundamentales que se aplican para la estipulación 
y ejecución de los contratos de suministros, servicios y obras previstos en el Acuerdo. Para lo no 
previsto en este anexo, se aplica la normativa de referencia establecida en el Acuerdo.  

 

1.REQUISITOS DEL CONTRATISTA 

1.1 Salvo que se disponga de otra forma en el Acuerdo, los procedimientos para la selección del 
contratista están abiertos a los operadores económicos de la Unión Europea, a los mencionados en el 
artículo 25 de la Directiva 2014/24 / UE y a quienes posean los requisitos y autorizaciones exigidos 
por la normativa local.  

1.2 El órgano de contratación podrá imponer a los operadores económicos uno o más de los siguientes 
requisitos, siempre que sean pertinentes y coherentes con el objeto del contrato:  

1.2.1 Capacidad económica y financiera: Una facturación mínima por cada año que deben poseer los 
concursantes, incluso una facturación mínima en el mismo sector objeto de la licitación. La 
facturación mínima por año no deberá superar el doble del valor de referencia de la licitación, salvo 
en casos previamente motivados, concernientes a riesgos relacionados con la naturaleza de las obras, 
servicios o suministros. En el caso de una licitación repartida en más lotes, el presente párrafo se 
aplica para cada lote. Sin embargo, el órgano de contratación podrá determinar una facturación 
mínima por año que los operadores económicos deberán poseer en relación a agrupaciones de lotes, 
en el caso que el contratista se haya adjudicado varios lotes a ejecutar contemporáneamente 

1.2.2 Capacidad técnica y profesional: los concursantes deberán demostrar que poseen recursos 
humanos y técnicos además de la experiencia necesaria para ejecutar el contrato según adecuados 
estándares de calidad. EL órgano de contratación podrá exigir que los concursantes prueben su propio 
adecuado livel de experiencia respaldado por oportunas referencias concernientes a contratos 
ejecutados con anterioridad.   

1.2.3 Calificación para el ejercicio de la actividad profesional: El órgano de contratación podrá exigir 
que los concursantes estén inscriptos en un registro profesional o comercial en el País en el que están 
establecidos o constituidos.   

1.3 Los documentos de licitación indican las condiciones de participación requeridas, que pueden 
expresarse como niveles mínimos de capacidad y los medios de prueba apropiados. 

1.4 Si un operador económico recurre a las capacidades de otras entidades con respecto a los criterios 
relativos a la capacidad económica y financiera, la autoridad contratante exige que el operador 
económico y las personas mencionadas anteriormente sean solidariamente responsables de la 
ejecución del contrato. 



1.5 En el caso de los contratos de obras, los contratos de servicios y las operaciones de instalación en 
el marco de un contrato de suministro, el órgano de contratación indicará en los documentos de 
licitación las tareas esenciales que deberá realizar directamente el mismo ofertante o, en el caso de 
una oferta presentada por una agrupación de operadores económicos, por un participante en la 
agrupación. 

1.6 Están excluidas de la participación a los procedimientos de licitación, ni pueden adjudicarse o 
firmar los relativos contratos los ofertantes que: 

1.6.1 tuvieren condena con sentencia firme por uno de los siguientes motivos, tal como se definen en 
el artículo 57, apartado 1, de la Directiva 2014/24 / UE: participación en una organización delictiva, 
corrupción, fraude, delitos terroristas o delitos relacionados con actividades terroristas, lavado de 
dinero o financiamiento del terrorismo, trabajo infantil y otras formas de trata de seres humanos; 

1.6.2 tuvieren condena con sentencia firme por cualquier otro delito que tuviere cómo consecuencia 
la imposibilidad de contratar con la administración pública de una de las Partes de este Acuerdo o del 
Estado en el que están establecidos o constituidos; 

1.6.3 hubieren cometido violaciones graves, definitivamente comprobadas, de las obligaciones 
relacionadas con el pago de impuestos o contribuciones a la seguridad social, si esto ha sido 
establecido por una decisión judicial o administrativa que tiene un efecto definitivo y vinculante en 
una de las Partes del presente Acuerdo o en el Estado en el que están establecidos o constituidos; 

1.6.4 hubieren cometido violaciones graves y concluyentes de las obligaciones en materia de salud y 
seguridad en el trabajo, medio ambiente, derecho social y laboral en una de las Partes en el presente 
Acuerdo o en el Estado en el que están establecidos o constituidos; 

1.6.5 estuvieren sujetos a procedimientos de declaración de quiebra o en liquidación forzosa, o se 
encuentran bajo administración judiciaria, o en acuerdo preventivo, o se encuentran en cualquier 
situación análoga. 

1.6.6 fueren culpables de ilícitos profesionales graves, que la autoridad contratante puede probar por 
medios adecuados, como para cuestionar su integridad o profesionalidad; 

1.6.7 fueren, ellos o los sujetos que pertenecen al mismo grupo legal, miembros de consorcios, 
asociaciones temporales y subcontratistas, en conflicto de intereses relacionado con su participación 
en el procedimiento de contratación para proporcionar asesoramiento a la autoridad contratante o 
entidad contratante o de otra manera que hubieren participado en la preparación del procedimiento 
de adjudicación; 

1.6.8 hubieren emitido a las autoridades de uno de los Estados Partes en este Acuerdo declaraciones 
falsas en el procedimiento en curso y en asignaciones de subcontratación al proporcionar la 
información requerida para verificar la ausencia de motivos para la exclusión o el cumplimiento de 
los criterios de selección, o hubieren ocultado esta información o estuvieren en el registro conservado 
por la Autoridad Nacional Anticorrupción de la República Italiana por haber presentado declaraciones 
falsas o documentación falsa para la emisión del certificado de calificación; 



1.6.9 estuvieren afectados por un procedimiento de caducidad, suspensión o prohibición prevista por 
la legislación de las dos Partes Contratantes en la lucha contra la delincuencia organizada y el 
terrorismo; 

1.6.10 estuvieren sometidos, a una sanción que implica la prohibición de contratar con la 
administración pública por ilícitos administrativos resultantes de crímenes establecidos con sentencia 
firme y vinculante en una de las Partes en este Acuerdo o en el Estado en el que están establecidos o 
constituidos; 

1.6.11 hubieren violado las prohibiciones de registro fiduciario previstas por la legislación de una de 
las dos Partes Contratantes en relación con el control de nombramiento de personas interpuestas en 
empresas fiduciarias; 

1.6.12 no cumplieren con las normas que regulan el derecho al trabajo de las personas con 
discapacidad, de acuerdo con las reglamentaciones del país de origen de la autoridad contratante; 

1.6.13 estuvieren en relación con otro participante en el mismo procedimiento de licitación, en una 
situación de control o en cualquier relación, incluso de hecho, si la situación de control o la relación 
implica que las ofertas son atribuibles a un único centro decisional; 

1.6.14 hubieren celebrado contratos de trabajo subordinados o autónomos y, en cualquier caso, 
hubieren asignado tareas a ex empleados de la autoridad contratante que han concluido su relación 
laboral durante menos de tres años y que han ejercido poderes de autoridad durante los últimos tres 
años o negociaciones en nombre de la misma autoridad contratante con el mismo operador 
económico. 

1.7 Un operador económico deberá ser excluido de la participación en el procedimiento de licitación 
incluso si los motivos de exclusión previstos en el párrafo 1.6 se refieren a un miembro del consejo 
administrativa, de gestión o de supervisión de ese operador económico o una persona con poder para 
de representación, de decisión o de control. 

 

Art. 2. PROCEDIMIENTOS PARA LA SELECCION DEL CONTRATISTA 

2.1 La adjudicación y la ejecución de obras, servicios, suministros y concesiones, debe garantizar la 
calidad del desempeño y efectuarse en el respeto de los principios de conveniencia económica, 
eficacia, puntualidad y equidad. La adjudicación debe además respetar los principios de libre 
competencia, igualdad de trato, no discriminación, trasparencia, proporcionalidad, y también, cada 
vez que sea posible, el de publicidad. El principio de economicidad puede subordinarse, en la medida 
que esté expresamente permitido por la normativa vigente, a los criterios establecidos en el aviso de 
licitación, inspirados en las necesidades sociales, así como en la protección de la salud, el medio 
ambiente, el patrimonio cultural y a la promoción del desarrollo sostenible, incluso desde el punto de 
vista energético. 

2.2 La modalidad del procedimiento de licitación o de concesión no puede tener condiciones que 
limiten artificialmente la competencia, con el objetivo de favorecer indebidamente o desfavorecer 
indebidamente a determinados operadores económicos o determinadas obras, suministros o servicios. 



2.3 Los criterios de participación en las licitaciones deben ser tales que no excluyan a las micro, 
pequeñas y medianas empresas; 

2.4 Los documentos de la licitación indican el monto de referencia para el contrato que se adjudicará. 
Las ofertas por importes superiores se excluyen automáticamente.  

2.5 El procedimiento de adjudicación debe ser anulado si hay menos de tres candidatos/oferentes 
elegibles. Si las condiciones objetivas del mercado hacen que la presentación de tres ofertas 
adecuadas sea altamente improbable, la licitación también puede permitir la adjudicación en presencia 
de una o dos ofertas válidas.  

 2.6 Cada competidor puede presentar solo hasta una oferta. Al presentar su oferta a una licitación, 
los competidores declaran que no tienen ningún conflicto de interés potencial, y que no tienen ningún 
vínculo específico con otros competidores o con otras partes en cualquier modo involucradas en el 
proyecto. 

2.7 Si no se prevé de forma expresa en la documentación de licitación, las variantes de la oferta no 
están autorizadas. Las variantes están vinculadas a la tipología del contrato. 

2.8 Para la participación en procedimientos de selección sujetos a la no objeción de AICS, el órgano 
de contratación exige a los licitadores que presenten una garantía equivalente al 2% calculado sobre 
el monto de referencia de la licitación. Las garantías pueden ser bancarias o de compañía de seguros, 
deben prever la renuncia expresa al beneficio de la ejecución previa del deudor principal y ser 
operativas a primer requerimiento por escrito de la autoridad contratante. La garantía se hará efectiva 
en caso que el licitador no cumpla todas las obligaciones declaradas en la licitación.  

 

3. EJECUCION DE LOS CONTRATOS 

3.1 La ejecución de los contratos que se celebrarán tras el procedimiento de selección sujeto a la 
autorización de AICS, será garantizada por una fianza equivalente al 10% del importe del contrato. 
Las garantías pueden ser bancarias o de seguros, deben prever la renuncia expresa al beneficio de la 
ejecución previa del deudor principal y ser operativas de forma inmediata a solicitud simple y por 
escrito de la autoridad contratante. Las garantías de ejecución del contrato deben indicar, en la 
documentación de licitación, su ejecución en caso de fraude o incumplimiento grave del ejecutor. Las 
garantías se liberan progresivamente a medida que se realice el progreso de la ejecución del contrato 
y, en cualquier caso, dentro del límite máximo del 80% del importe garantizado. El 20% restante se 
libera luego de la verificación de la ejecución cabal del contrato. 

3.2 Los contratos pueden modificarse durante la ejecución con la aprobación previa de AICS y dentro 
de los límites establecidos por el artículo 72 de la Directiva 2014/24 / UE. El monto de los cambios 
no puede en ningún caso exceder los recursos financieros totales previstos para la implementación 
del Acuerdo. La aprobación de los cambios puede rechazarse si hacen que la ejecución de todos los 
componentes de la iniciativa prevista por el Acuerdo sea imposible o extremadamente improbable. 
Los contratistas no tienen derecho a ningún pago o reembolso por modificaciones realizadas sin la 
autorización previa de AICS. A solicitud de la AICS o de la autoridad contratante, el adjudicatario 
deberá proporcionar, a su cargo, la remesa en prístino. 



3.3 Si durante la ejecución del contrato es necesario aumentar o disminuir las actuaciones hasta el 
quinto del precio del contrato, la autoridad contratante puede requerir que el contratista las realice en 
las mismas condiciones previstas en el contrato original. En este caso, el contratista no puede rescindir 
el contrato. 

3.4 Los contratos no pueden transferirse a terceros, bajo pena de rescisión del contrato. La cesión es 
admisible, sujeta a la aprobación de AICS, solo si al contratista original por motivos de muerte o tras 
una reestructuración corporativa, incluso revelaciones, fusiones, escisión, adquisiciones o 
insolvencia, se remplaza con otro operador económico que cumpla con los criterios de selección 
cualitativa establecidos inicialmente, siempre que esto no implique otros cambios sustanciales en el 
contrato y no tenga la intención de eludir la aplicación de este Anexo. 

3.5 La duración del contrato solo puede modificarse para los contratos en ejecución. Si se incluye una 
opción de extensión en los documentos de licitación, en este caso el contratista debe realizar los 
servicios estipulados en el contrato respetando los mismos precios, pactos y condiciones o más 
favorables para la autoridad contratante. 

3.6 Sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones de trazabilidad a que se refiere el párrafo 3.10, 
la cesión de créditos de la licitación, concesión, concurso de diseño, es efectiva y oponible al gobierno 
italiano solo con la aprobación de AICS. De todos modos, la autoridad contratante a la que se ha 
notificado la cesión debe conservar el derecho de formular al cesionario todas las objeciones 
oponibles al cedente sobre la base del contrato relacionado con obras, servicios, suministros, de 
diseño, con tal estipulación. 

3.7 Los adjudicatarios del diseño son responsables por los daños incurridos por las autoridades 
contratantes como resultado de errores u omisiones en el diseño. En el caso de contratos relacionados 
con el diseño ejecutivo y la ejecución de obras, el contratista es responsable de los retrasos y las 
cargas resultantes de la necesidad de introducir cambios debido a deficiencias en el proyecto 
ejecutivo. 

3.8 La documentación de licitación deberá precisar las condiciones aplicables a la subcontratación. 
Los concursantes deberán declarar, en sus ofertas, cuales suministros/servicios/obras quieren 
subcontratar. Los adjudicadores deberán depositar los relativos contratos de subcontratación en la 
entidad contratante antes del comienzo de las obras objeto del subcontrato. Los contratistas 
principales asumen la plena y cabal responsabilidad de todo el contrato con respecto a la autoridad 
contratante. Los subcontratistas deben satisfacer los criterios de elegibilidad y requisitos previstos 
conforme al apartado 1.2 en relación con los servicios prestados y no incurrir en los motivos de 
exclusión previstos en los párrafos 1.6 y 1.7. El concursante o contratista sustituye a los 
subcontratistas que incurren en motivos de exclusión. 

3.9 Los precios de los contratos se expresarán y pagarán en euros o en otras divisas indicadas en el 
Acuerdo. Los riesgos y variaciones en la tasa de cambio no estarán sujetos a ninguna compensación. 

3.10 Los pagos se realizaran con el modo de trazabilidad, de acuerdo con los plazos acordados 
contractualmente que tienen en cuenta el avance en la ejecución real. El Gobierno italiano acreditara’ 
los fondos a la otra Parte Contratante según lo previsto en el Acuerdo a una cuenta bancaria dedicada 
exclusivamente a la ejecución del Acuerdo mismo. Los contratos incluyen una cláusula que obliga a 



los contratistas y subcontratistas utilizar una cuenta bancaria específica para recibir el pago de las 
prestaciones. 

3.11 El contrato quedará rescindido automáticamente si los adjudicatarios son sometidos a un 
procedimiento de quiebra o liquidación forzosa, de administración judiciaria o de concurso 
preventivo, o en cualquier otra situación análoga a causa de un procedimiento previsto en su 
legislación nacional. 

3.12 En caso de fraude o negligencia grave, no se permite la limitación de responsabilidad de los 
contratistas e de los subcontratistas. 

3.13 La ejecución del contrato se rige por la legislación nacional de la autoridad contratante, a menos 
que el Acuerdo y este Anexo dispongan lo contrario. 

3.14 Cualquier disputa que pueda surgir entre los contratistas y la autoridad contratante no está sujeta 
a la jurisdicción italiana. 

3.15 La documentación de licitación debe contener los principios antes mencionados. 

 

4. COSTOS ELEGIBLES Y NO ELEGIBLES 

4.1 Los costos incluidos en los contratos son elegibles si son actualizados, coerentes y necesarios para 
llevar a cabo el proyecto de acuerdo con el documento del proyecto. 

4.2 En todo caso, no se consideran elegibles los costos concernientes a:  

4.2.1 artículos suntuarios o de lujo; 

4.2.2 suministros, servicios y obras civiles relacionados directamente o indirectamente a actividades 
militares;  

4.2.3 impuestos, tasas - IVA incluido - y los derechos y tasas de aduana debido al Estado de 
pertenencia de la autoridad contratante;  

4.2.4 la amortización de deudas previamente contraídas y pérdidas futuras de la autoridad contratante 
o de los usuarios finales; 

4.2.4 los intereses adeudados a terceros por parte de la autoridad contratante o de los usuarios finales.  

   

5. CLÁUSULAS ETICAS 

5.1 Toda tentativa de un candidato o de un licitador (potencial o no) a obtener información 
confidencial, realizar acuerdos ilícitos con sus competidores o influir sobre el Órgano de Contratación 
a lo largo del procedimiento de examen, de clarificación, de evaluación y de comparación de las 
ofertas, tendrá como consecuencia el rechazo de su candidatura y de su oferta. 



5.2  Funcionarios estatales u otro personal operante en la pública administración del de las Partes 
en el Acuerdo, independientemente de la específica posición administrativa en la cual se encuentran, 
no podrán ser contratados como expertos o consultores por las sociedades/empresas participantes en 
la licitación. 

5.3 Los adjudicadores y eventuales subcontratistas deben siempre actuar con imparcialidad y 
como fieles consejeros, en conformidad al código deontológico de sus respectivas profesiones. Deben 
abstenerse de hacer públicas declaraciones sobre el proyecto o sobre los servicios que se les ha 
solicitado, sin previa aprobación de la entidad contratante. Ellos, en todo caso, no pueden 
comprometer en ningún modo la entidad contratante sin su previo consentimiento por escrito.  

5.4  Durante la ejecución del contrato, los adjudicadores, su personal y los eventuales 
subcontratistas deberán respetar los derechos humanos y comprometerse a no ofender principios, usos 
y costumbres políticas, culturales y religiosas del País beneficiario. En particular, los adjudicadores 
de los contratos deberán respetar los estándares fundamentales de trabajo así como definidos en los 
principales convenios de la Organización Internacional del Trabajo – OIT vigente en el País partner 
y en Italia. De todos modos, se deben respetar las normas del “Convenio sobre la libertad sindical y 
protección del derecho sindical”, del “Convenio sobre el derecho de organización y de negociación 
colectiva”, el “Convenio sobre el trabajo forzoso”, según la integración dictada por el Protocolo 2014, 
del “Convenio sobre la discriminación (empleo y profesión)”, del “Convenio sobre las peores formas 
de trabajo de los menores”, del "Convenio para la Protección de la Maternidad", del "Convenio para 
la Seguridad y la Salud en la Agricultura", y del "Convenio Marco para la Seguridad en el Trabajo y 
la Salud". 

5.5  Los adjudicadores y los subcontratista no podrán aceptar pagos conexos con el contrato, 
diferentes a los previstos en el mismo. Los adjudicadores, su personal y los subcontratista no deberán 
ejercer alguna actividad o recibir alguna ventaja de parte de la entidad contratante, que no sean 
coherentes con las respectivas obligaciones contractuales. 

5.6  Los adjudicatarios, su personal y cualquier subcontratista están sujetos al secreto profesional 
a lo largo de toda la duración del contrato y después de su terminación. Todos los informes y 
documentos recibidos o elaborados por el Contratista son confidenciales. 

5.7 Los adjudicatarios y cualquier subcontratista deben evitar cualquier relación que pueda 
comprometer o perjudicar su independencia o la de su personal o cualquier otro conflicto de interés. 
En caso de que los adjudicatarios y subcontratistas dejen de ser independientes o surgieran conflictos 
de intereses, los adjudicadores informaran de inmediato a la autoridad contratante. La autoridad 
contratante podría, sin perjuicio de una indemnización por daños y perjuicios, rescindir el contrato 
sin previo aviso y sin que el contratista pueda reclamar una indemnización. 

5.8 El Gobierno italiano se reserva el derecho de suspender o de anular el financiamiento del 
proyecto, si se descubrieran prácticas de corrupción de cualquier naturaleza en cualquier fase del 
procedimiento de adjudicación, y en el caso que la autoridad contratante no lograra asumir todas las 
medidas adecuadas para solucionar   tal situación. A efectos de esta disposición, se entiende por 
“prácticas de corrupción” cualquier oferta de sobornos, regalos, donaciones o comisiones, a cualquier 
persona en concepto de incitación o recompensa por haber realizado o haberse abstenido de realizar 



actos relacionados con la adjudicación de un contrato o para la ejecución de un contrato ya celebrado 
con el Órgano de Contratación. 

5.9 La ocumentación de licitación, y los relativos contratos deberán incluir una cláusula que prevea 
la anulación de la licitación o la resolución del contrato celebrado o en ejecución, en el caso que la 
adjudicación o la ejecución del contrato haya dado lugar al pago de gastos comerciales no usuales. 
Los “gastos comerciales inusuales” son comisiones no mencionadas en el contrato principal, o que 
no resulten de un contrato correctamente celebrado que haga referencia al contrato principal, 
comisiones que no retribuyan ningún servicio legítimo, efectivo y realmente provisto, comisiones 
pagadas en un paraíso fiscal, comisiones pagadas a un beneficiario no claramente identificado, o 
comisiones pagadas a una empresa ficticia de cobertura. 

5.10 Los adjudicadores se comprometen si así lo solicita la AICS, a proporcionar todos los 
documentos justificativos para explicar las condiciones bajo las cuales el contrato se ejecuta. Las 
autoridades competentes de la República italiana podrán realizar cualquier control, de la 
documentación o localmente, que estime necesario para reunir pruebas en el caso que hubieran 
sospechas sobre gastos comerciales no usuales o sospechas de prácticas de corrupción. 

5.11 Los adjudicadores que hayan incurrido en gastos comerciales no usuales en proyectos 
financiados por fondos italianos serán sujetos, según la gravedad de los hechos constatados, a la 
resolución del contrato o a la exclusión definitiva de la posibilidad de recibir financiamientos del 
Gobierno italiano 

5.12 El incumplimiento de una o varias de las cláusulas éticas por parte del concursante o 
adjudicatario y del subcontratista, si lo hubiere, podrá determinar la exclusión de otros contratos 
financiados – parcial o totalmente – con fondos de cooperación italiana para el desarrollo, y la 
aplicación de penalidades previstas por el contrato. La persona o la empresa declarada responsable, 
deberá ser informada por escrito de tal hecho. 

5.13 La autoridad contratante está obligada a garantizar que los procedimientos para la adquisición 
de bienes, servicios y de obras se concluyan de manera transparente, sobre la base de criterios 
objetivos e independientemente de cualquier influencia externa. 

 


